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Según pretendidas sentencias de la inconstitucional Sala Constitucional 

del Tribunal Supremo de Justicia, identificadas con los números 68, 69, 70, 71 y 

72, dictadas en fechas 5, 10, 12, 15, y 16 de junio del 2020, respectivamente, se 

concretó una de las violaciones más descaradas de la Constitución, por medio de 

las cuales usurpó la competencia de la Asamblea Nacional, al designar los 

rectores del Consejo Nacional Electoral y de sus órganos subalternos, e intervino 

los partidos políticos Acción Democrática y Movimiento Primero Justicia, al 

decidir el nombramiento de una “Mesa Directiva ad hoc” con el objeto de 

reestructurar y ejercer las funciones directivas y de representación de dichas 

organizaciones políticas y la designación de sus autoridades regionales, 

municipales y locales. 

La inconstitucional Sala Constitucional volvió a actuar como agente 

político del régimen de gobierno en violación de los principios constitucionales 

de separación de poderes y de legalidad, al pretender disponer de un derecho 

propio para arrogarse cualquier competencia constitucional, usurpando las 

exclusivas y excluyentes del órgano parlamentario y realizar ella misma las 

designaciones de las autoridades electorales, de la siguiente manera: 

En primer lugar, declaró de nuevo a la Asamblea Nacional en supuesto 

“desacato” de alguna decisión de la Sala Electoral dictada en 2016, cuando tal 

“sanción” no existe en el ordenamiento jurídico venezolano respecto de las 

instituciones, y más grave aún, declarar que todos los actos dictados y por dictar 
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por la Asamblea son nulos y sin ningún valor, desconociendo así la 

representación de la soberanía popular. 

En segundo lugar, nombró a los miembros (Rectores) del Consejo 

Nacional Electoral, con la burda excusa de que la Asamblea Nacional omitió 

hacer tales designaciones, violando abiertamente la Constitución, que signa esa 

facultad exclusivamente a la dicha Asamblea Nacional, como órgano elector de 

segundo grado, con la votación de una mayoría de las dos terceras partes de sus 

miembros, y solo con relación a personas exclusivamente nominadas por un 

comité de postulaciones en el cual estén representados la sociedad civil y las 

Facultades de derecho de las Universidades autónomas. La inconstitucionalidad 

de la Sala Constitucional llegó al extremo, además, de burlarse de la Constitución 

en cuanto a la exigencia del carácter apartidista de las personas nominadas, 

escogiendo, al contrario, para ello, a personeros de partidos y ex magistrados del 

propio Tribunal. 

En tercer lugar, delegó sin competencia alguna para ello, en el Consejo 

Nacional Electoral la potestad de legislar y reformar la Ley de Procesos 

Electorales, lo que dicho ilegítimo órgano hizo, reglamentando un nuevo sistema 

electoral mediante unas inconstitucionales Normas Especiales para las Elecciones 

Parlamentarias período 2021-2026, que solo puede estar regulado en una ley 

sancionada por la Asamblea Nacional, y llegando incluso a cambiar el número 

de diputados que deberán integrar la Asamblea Nacional; todo en violación de 

la Constitución y de la mencionada Ley Orgánica de los Procesos Electorales. 

Y en cuarto lugar, secuestró a los principales partidos políticos de 

oposición (Acción democrática, Primero Justicia y Voluntad Popular), 

suspendiendo y desplazando a sus autoridades legítimas, y designándoles sine 

die unas juntas directivas ad-hoc , para apropiarse de los símbolos e identidad de 

dichos partidos con el objeto de hacerlos participar falsamente en el ilegítimo 

proceso electoral para elecciones parlamentarias que el ilegitimo Consejo 

nacional Electoral ya convocó para el 6 de diciembre de 2020. 

Las tropelías incurridas mediante las vías de hecho señaladas, violentan 

de forma grave y flagrante los principios democráticos del Estado de Derecho, al 

arrebatar el derecho de participación política de todos los venezolanos en la 

conformación de los órganos que ejercen el poder público, y la garantía de un 

árbitro electoral imparcial, autónomo e independiente esencial para la realización 
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de elecciones libres y democráticas, como lo consagra y ordena la Constitución, 

y que en su conjunto conforman el derecho a la democracia. 

Así mismo, la interferencia de la Sala Constitucional en la organización de 

los partidos políticos para forzar un cambio de sus autoridades sin la decisión de 

sus bases, sino del grupo por ella escogido, viola el derecho constitucional de 

asociarse con fines políticos y la libre determinación de los partidos en cuanto 

organización, funcionamiento y dirección conforme lo dispone el artículo 67 de 

la Constitución. 

Más recientemente y como consecuencia de una seguidilla de 

vulneraciones, una más grave que la otra, de la Constitución y de los tratados de 

derechos humanos, de las tradiciones republicanas democráticas, el Consejo 

Nacional Electoral inconstitucionalmente designado dictó un Reglamento 

especial para regular la elección de indígena en la Asamblea nacional 2020, 

estableciendo la elección de los tres diputados a la Asamblea Nacional en 

representación de los pueblos indígenas, mediante el voto indirecto de voceros, 

en dos grados y mediante votación pública a mano alzada, en las tres regiones o 

circunscripciones electorales indígenas, integradas por tan solo 10 entidades 

federales, violando abiertamente el derecho constitucional y convencional al 

sufragio mediante el voto universal, directo y secreto para la elección de los 

diputados representantes de los pueblos indígenas ante la Asamblea Nacional. 

Se violó olímpicamente una de las conquistas democráticas y republicanas 

más importantes, concreción de la ciudadanía y de la igualdad que no admite 

excepción. Cosa distinta es que, por su propia especificidad, los pueblos 

indígenas gocen de otros derechos políticos que, como comunidad, son de 

ejercicio colectivo y atienden a su propia cultura y creencias. 

Este libro recoge varios estudios sobre la inconstitucionalidad e 

ilegitimidad de las decisiones adoptadas por la ilegítima Sala Constitucional del 

Tribunal Supremo y el ilegítimo Consejo Nacional Electoral por ella designada, 

redactados por los académicos Román José Duque Corredor, Allan R. Brewer- 

Carías y Rafael Badell Madrid, así como por el profesor José Ignacio Hernández 

y la ONG Acceso a la Justicia, que ponen en evidencia la magnitud de la 

inconstitucionalidad cometida, apenas se tomó nota de las vías de hecho 

judiciales en comentarios. 
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Nada de lo que pueda resultar de esas inconstitucionales sentencias, es 

decir, ni la designación de los miembros del Consejo Nacional Electoral; ni la 

emisión por éstos de “normas electorales” modificando la Ley Orgánica de 

Procesos Electorales; ni la fijación de fecha para elecciones parlamentarias; ni el 

secuestro de los partidos políticos; ni las falsas elecciones que así puedan 

realizarse, tendrán legitimidad alguna en Venezuela y serán desconocidas en el 

país, como ya lo han declarado las principales instituciones venezolanas como la 

propia Asamblea Nacional, las Academias Nacionales y la Conferencia Episcopal 

Venezolana, así como también serán desconocidas por inconstitucionales e 

ilegítimas en el ámbito internacional, como ya lo han declarado el Grupo de Lima, 

el Grupo de Contacto, el Consejo Permanente de la Organización de Estados 

Americanos, el Parlamento Europeo y diversos gobiernos del mundo occidental. 

Desconocidas de antemano como las elecciones parlamentarias que 

puedan realizarse en diciembre de 2020, el resultado es que para enero de 2021, 

si llegan a realizarse, cuando haya de instalarse la nueva Asamblea Nacional, no 

habrán diputados electos legítimamente para ello, y se planteará el tema de si los 

diputados de la actual Asamblea Nacional están obligados a permanecer en el 

ejercicio de sus cargo y funciones hasta que sean reemplazados por diputados 

legítimamente electos en elecciones libres, justas y confiables. 

Las sentencias que se rechazan constituyen una inadmisible intervención 

del poder judicial en la política y se apartan ética y jurídicamente de la labor que 

corresponde a un tribunal constitucional, que no es otra que la de asegurar la 

supremacía de la Constitución. La conculcación del derecho a la democracia, el 

secuestro de la soberanía popular y la enajenación del derecho al sufragio y la 

participación política, no contribuyen a la solución delos gravísimos problemas 

económicos y sociales que vive la población venezolana signada por la 

insalubridad, hambre y desnutrición, la hiperinflación y la carestía de servicios 

básicos que menoscaban cotidianamente la dignidad de todos los venezolanos. 
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